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Panel integrado por su presidente, el juez Piñero González, 

y las juezas Birriel Cardona y Surén Fuentes. 

 
Birriel Cardona, Jueza Ponente 
 

 

S E N T E N C I A 
 

En San Juan, Puerto Rico a 29 de enero de 2016. 

Comparece ante nos Roberto Quiñones Rivera (el 

recurrente) y nos solicita la revisión de la respuesta emitida 

por el Departamento de Corrección y Rehabilitación (el 

Departamento) mediante la cual se le informó que se había 

orientado a Cheryl García (la señora García) sobre la forma 

y manera que se debían brindar los servicios a la población 

correccional. Lo anterior, como respuesta al señalamiento 

sobre la conducta de la señora García pronunciado en la 

solicitud de remedio presentado por el recurrente. 

Oportunamente, el recurrente solicitó reconsideración de 

esta determinación, sin embargo, la misma fue declarada 

no ha lugar por el Departamento. 



 
 

 
KLRA201501468 

 

2 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

se desestima el presente recurso por falta de jurisdicción 

por academicidad. 

I. 

El 21 de septiembre de 2015 el recurrente presentó 

una “Solicitud de Remedio Administrativo” ante la División 

de Remedios Administrativos del Departamento informando 

que el 14 de septiembre, la señora García le había hecho 

entrega de unos documentos relacionados con reclamos   

de remedio administrativo de éste al confinado Jorge 

Ramírez, de esta manera, violentando su derecho de 

confidencialidad. A tal efecto, solicitó que se tomaran 

medidas contra esta funcionaria por sus acciones. 

Así las cosas, el 1 de octubre de 2014 se emitió la 

correspondiente “Respuesta al Miembro de la Población 

Correccional” la cual determinaba lo siguiente:  

A manera de orientación le informo que la 

Sra. Cheryl Garcia fue orientada por el Sr. 
Martinez, Coordinador, sobre la forma y 

manera en que se debe brindar los servicios 

a la población correccional. Sobre su 
señalamiento de que la conducta de la Sra. 

García es impropia esa es su opinión por lo cual 

no pasaremos juicio sobre el mismo. En cuanto 
a  que se tomen medidas disciplinarias en 

contra de la misma no es a usted a quien le 

corresponde determinar la acción a seguir. 
Como recomendación le sugiero que cuando 

brinde información sobre que se tomó alguna 

acción en su contra sea más claro ya que en la 
solicitud no se señala que acciones se tomaron si 

alguna y cuáles fueron las consecuencias. 

(Énfasis nuestro). 
 

Inconforme con la respuesta, el recurrente solicitó la 

reconsideración de dicha determinación ante el Coordinador 
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Regional de la División de Remedios Administrativos. La 

División de Remedios Administrativos denegó la petición de 

la solicitud de reconsideración mediante una “Respuesta de 

Reconsideración” y refiriendo al recurrente a la respuesta 

previamente emitida por el Departamento. Insatisfecho 

nuevamente, el recurrente presente el recurso ante nos. 

-II- 

-A- 

La doctrina de academicidad da “vida al principio de 

justicibialidad”. Crespo v. Cintrón, 159 D.P.R. 290, 298 

(2003).  El “propósito de esta doctrina es evitar el uso 

inadecuado de recursos judiciales y obviar precedentes 

innecesarios”. P.N.P. v. Carrasquillo, 166 D.P.R. 70, 75 

(2005).  Esta doctrina tiene cuatro excepciones, a saber: 

(1) cuando se presenta una controversia recurrente y capaz 

de evadir la revisión judicial; (2) cuando la situación de 

hechos ha sido modificada por el demandado pero no tiene 

visos de permanencia; (3) cuando la controversia se ha 

tornado académica para el representante de una clase pero 

no para otros miembros de la clase, y (4) cuando persisten 

consecuencias colaterales que no se han tornado 

académicas”. Íd., pág. 76. Estas excepciones tienen que 

usarse con mesura, pues no se pueden obviar los límites 

constitucionales que inspiran la doctrina de academicidad. 

Un tribunal tiene el “deber [de] desestimar un 

pleito académico”. (Énfasis nuestro). E.L.A. v. Aguayo, 

supra, pág. 562, citando a Little v. Bowers, 134 U.S. 547 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2003317196&pubNum=2995&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_298
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2003317196&pubNum=2995&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_298
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2007617813&pubNum=2995&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_75
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2007617813&pubNum=2995&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_75
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1890180044&pubNum=780&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
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(1890). No tiene discreción para negarse a hacerlo. De 

hecho, el “tribunal puede ordenar la desestimación 

inmediata del recurso si comprueba que no existe una 

controversia real entre los litigantes”. Íd. “Como norma 

general, un caso debe desestimarse por académico 

cuando los hechos o el derecho aplicable ha[n] 

variado de tal forma que ya no existe una 

controversia vigente entre partes adversas.” (Énfasis 

suplido) P.N.P. v. Carrasquillo, supra, pág. 75; Com. de la 

Mujer v. Srio. de Justicia, 109 D.P.R. 715 (1980). 

-B- 

Es norma reiterada que la falta de jurisdicción sobre la 

materia no es susceptible de ser subsanada. Szendrey v. F. 

Castillo, 169 D.P.R. 873,874 (2007); Lugo v. Suarez,     

165 D.P.R. 729, 730 (2005); Morán Rios v. Martí Bardisona,   

165 D.P.R. 356,364 (2005).     

La jurisdicción no se presume. La parte tiene que 

invocarla y acreditarla toda vez que previo a considerar los 

méritos de un recurso, el tribunal tiene que determinar si 

tiene facultad para entender en el mismo. Soc. de 

Gananciales v. A.F.F., 108 D.P.R. 644,645 (1979).   

Además, los tribunales tenemos siempre la obligación 

de ser guardianes de nuestra propia jurisdicción, pues sin 

jurisdicción no estamos autorizados a entrar a resolver los 

méritos del recurso. Szendrey v. F. Castillo, supra; Lugo v. 

Suarez, supra; Morán Ríos v. Martí Bardisona, supra; 

Carattini v. Collazo Systems, 158 D.P.R. 345,355 (2003); 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1890180044&pubNum=780&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
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Ponce Fed. Bank v. Chubb Life Ins., Co., 155 D.P.R. 

309,332 (2001). Véase, además, Juliá et al. v. Epifanio 

Vidal S.E., 153 D.P.R. 357,362 (2001); Vázquez v. A.R.P.E., 

128 D.P.R. 513,517-518 (1991); Gobernador de P.R. v. 

Alcalde de Juncos, 121 D.P.R. 522,532 (1988).   

Por su parte, la Regla 83(B) y (C) del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, le confiere 

autoridad al Tribunal para desestimar un recurso por 

cualquiera de las siguientes circunstancias: 

Regla 83 – Desistimiento y desestimación 

(B) Una parte podrá solicitar en cualquier momento 
la desestimación de un recurso por los motivos 

siguientes: 

 
(1) que el Tribunal de Apelaciones carece de 

jurisdicción; 
 

(2) que el recurso fue presentado fuera del 
término de cumplimiento estricto dispuesto 

por ley sin que exista justa causa para ello. 
 

(3) que no se ha presentado o proseguido con 
diligencia o de buena fe; 

 
(4) que el recurso es frívolo y surge claramente 

que no se ha presentado una controversia 
sustancial o que ha sido interpuesto para 

demorar los procedimientos; 

 
(5) que el recurso se ha convertido en 

académico. 

(C) El Tribunal de Apelaciones, a iniciativa 

propia, podrá desestimar un recurso de 

apelación o denegar un auto discrecional por 
cualesquiera de los motivos consignados en el 

inciso (B) precedente. (Énfasis suplido). 

 
-III- 

Tras un estudio de los hechos procesales antes 

discutidos, notamos que la controversia del caso de autos 

es académica debido a que el remedio solicitado por el 
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recurrente ya fue concedido, a saber, se tomaron las 

medidas correspondientes con la señora García y se le 

orientó sobre la forma y manera de brindar servicios a la 

población correccional. Cabe señalar que es el 

Departamento quien determina cual, si alguna, medida 

disciplinaria impondrá sobre la señora García y no el 

recurrente. Así, pues, ante la inexistencia de una 

controversia justiciable entre las partes concluimos que el 

asunto es académico. En vista de lo anterior, procede 

desestimar el mismo de conformidad con la Regla 83(C) del 

Reglamento de este Tribunal. 

-IV- 

Por los fundamentos antes expuestos, se desestima el 

presente recurso por falta de jurisdicción por academicidad.  

 Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


